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HONORABLE SENADO:

Vuestra  Comisión  de  Trabajo  y  Previsión  Social
tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia,
iniciado en una Moción de los Honorables Diputados señora Marisol Turres
Figueroa  y  señores  Jorge  Burgos  Varela,  Alberto  Cardemil  Herrera,
Edmundo Eluchans Urenda, Pablo Galilea Carrillo, Nicolás Monckeberg Díaz,
Cristián Monckeberg Bruner y Roberto Sepúlveda Hermosilla.

Os  hacemos  presente  que,  de  acuerdo  a  lo
dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión
discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un
proyecto  de  artículo  único  y,  acordó,  unánimemente,  proponer  al
Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo
modo.

A  la  sesión  en  que  la  Comisión  estudió  esta
iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Ministro del Trabajo
y  Previsión  Social,  señor  Osvaldo  Andrade,  acompañado  por  su  asesor
jurídico, señor Cristián Pumarino, y por su asesor legislativo, señor Francisco
Del Río.

- - - 

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Incorporar  diversas  adecuaciones  a  las  normas
sobre procedimiento laboral contenidas en el Libro V del Código del Trabajo 
-modificado por la ley Nº 20.087-, a fin de resguardar un mejor desempeño
de la nueva justicia laboral.

- - -



ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se
han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- El Código del Trabajo.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción que da origen a este proyecto de ley,
en  su  fundamentación,  destaca  el  amplio  reconocimiento  del  innegable
avance que significa la nueva judicatura laboral  para la protección de los
derechos de los trabajadores en el marco de su relación laboral. Subraya que
la  implementación  de  un  nuevo  procedimiento  para  la  tramitación  de  los
juicios del trabajo y la ampliación de la cobertura de los tribunales laborales,
responden a una política pública que es producto de un esfuerzo de todos los
sectores del quehacer del mundo del trabajo.

En  este  esfuerzo,  agrega,  se  ha  diseñado  un
sistema gradual de puesta en marcha de la nueva judicatura, que permite,
entre  otras  ventajas,  ir  introduciendo  las  rectificaciones  necesarias  para
afinar el mejor desempeño de jueces, abogados y personal de los tribunales
laborales,  por  lo  que  la  tarea  de  los  legisladores  y  de  las  autoridades
administrativas  respectivas  debe  orientarse  a  percibir  a  tiempo  aquellos
puntos  de  la  nueva  judicatura  que  requieran  perfeccionamientos  y
precisiones.

Añade  que,  la  presente  iniciativa  legal  apunta
precisamente  en  dicho  sentido,  proponiendo  corregir  tres  aspectos
procesales que considera de relevancia.

El  primero  de  ellos,  acota,  dice  relación  con  la
facultad  contemplada,  para  algunos  jueces,  de  decretar  diligencias  sin
mediar  exhorto  en  comunas  que  no  pertenecen  a  su  respectivo  territorio
jurisdiccional, toda vez que comunicacionalmente resulta menos engorroso
ejecutarlas  en  forma directa.  Esta  posibilidad,  a  juicio  de  los  autores  del
proyecto,  es  muy  beneficiosa  y,  por  ello,  resulta  pertinente  aplicarla  con
carácter  general,  esto  es,  cada  vez  que  en  una  región  dos  territorios
jurisdiccionales  se  encuentren  suficientemente  comunicados  como  para
realizar  directamente  tales  diligencias.  De  consiguiente,  puntualiza,  la
presente Moción amplía a todas las regiones esta facultad procesal.

El  segundo  aspecto,  agrega,  apunta  a  la
necesidad de esclarecer el momento en que las partes deben presentar la
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prueba instrumental en el juicio. Dicho momento es, sin duda, la audiencia
preparatoria,  por  lo  que la  presente  Moción elimina la  norma por  la  cual
podría  eventualmente  interpretarse  que  dicho  medio  de  prueba  pudiera
presentarse junto con la interposición de la demanda.

El  tercer  aspecto  en  cuestión,  se  refiere  a  la
necesidad de clarificar cuál será el procedimiento aplicable al juicio iniciado
por despido injustificado que, además, contiene una denuncia por infracción
a los derechos fundamentales del trabajador. Explica que, atendida la gran
frecuencia con que se plantean este tipo de peticiones ante los tribunales del
trabajo, es presumible que una parte importante de las causas sobre despido
injustificado contengan una denuncia de derechos fundamentales, por lo que
la preferencia para tratar  causas urgentes sobre tutela  de tales derechos
podría desnaturalizarse, derivando ello en un perjuicio para los trabajadores
que, estando en una relación laboral no terminada, requieren con premura el
pronunciamiento del tribunal sobre dicha relación.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

El texto del proyecto de ley en informe es el que
sigue:

“Artículo único.- Modifícanse las siguientes normas
del Código del Trabajo:

A)  Agrégase  en el  artículo  439  bis,  el  siguiente
inciso final:

"Con  todo,  si  en  cualquier  región  del  país  la
cercanía  y  conectividad  de  las  comunas  lo  hace  aconsejable,  se  podrán
decretar diligencias para ser realizadas sin necesidad de exhorto.".

B) Suprímese el inciso tercero del artículo 446.

C) Sustitúyese, en el número 5 del artículo 454, el
número “7” por el número “8”.

D) Intercálese, en el inciso final del artículo 489, a
continuación de su punto seguido (.), la siguiente oración:

“En este caso no será aplicable lo dispuesto en el
inciso primero del artículo 488.".
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E) Elimínase en el inciso primero del artículo 497,
la frase “En caso de que el trabajador opte por el procedimiento monitorio,”,
iniciando con mayúscula la voz “será” que sigue a continuación.

F) Intercálase, en el inciso quinto del artículo 500,
la palabra “contestación”, precedida de una coma, entre la voz “conciliación”
y la disyunción “y”.”.

A  continuación,  para  una  más  adecuada
comprensión  de  las  modificaciones  propuestas  por  la  presente  iniciativa
legal,  se  transcriben  las  disposiciones  del  Código  del  Trabajo  sobre  las
cuales éstas inciden.

El artículo 439 bis, referido a las diligencias que
pueden cumplirse sin necesidad de exhorto, dispone:

“Artículo  439  bis.  En  las  causas  laborales,  los
juzgados de letras del trabajo de Santiago podrán decretar diligencias para
cumplirse  directamente  en las  comunas de San Miguel,  San Joaquín,  La
Granja,  La  Pintana,  San  Ramón,  La  Cisterna,  El  Bosque,  Pedro  Aguirre
Cerda, Lo Espejo, San Bernardo, Calera de Tango, Puente Alto, San José de
Maipo y Pirque sin necesidad de exhorto.

Lo  dispuesto  en  el  inciso  anterior,  se  aplicará
también en los juzgados de San Miguel y en los juzgados con competencia
laboral  de las  comunas de San Bernardo y  Puente  Alto,  respecto  de las
actuaciones que deban practicarse en Santiago o en cualquiera de ellos.

La facultad establecida en el inciso primero regirá,
asimismo, entre los juzgados de La Serena y Coquimbo; de Valparaíso y
Viña del Mar; de Concepción y Talcahuano; de Osorno y Río Negro, y de
Puerto Montt, Puerto Varas y Calbuco.”.

Por su parte, el artículo 446, respecto al contenido
de la demanda, señala:

“Artículo  446.  La  demanda  se  interpondrá  por
escrito y deberá contener:

1.  La  designación  del  tribunal  ante  quien  se
entabla;

2.  El  nombre,  apellidos,  domicilio  y  profesión  u
oficio del demandante y en su caso de las personas que lo representen, y
naturaleza de la representación;
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3.  El  nombre,  apellidos,  domicilio  y  profesión  u
oficio del demandado;

4.  La  exposición  clara  y  circunstanciada  de  los
hechos y consideraciones de derecho en que se fundamenta, y

5.  La  enunciación  precisa  y  concreta  de  las
peticiones que se someten a la resolución del tribunal.

La prueba documental sólo se podrá presentar en
la audiencia preparatoria.  Sin embargo, deberá presentarse conjuntamente
con la demanda, aquella que dé cuenta de las actuaciones administrativas
que se refieren a los hechos contenidos en esa.

Conjuntamente  con  la  demanda  se  podrán
acompañar instrumentos y solicitar las diligencias de prueba que se estimen
necesarias.

En  materias  de  seguridad  social,  cuando  se
demande  a  una  institución  de  previsión  o  seguridad  social,  deberá
acompañarse la  resolución  final  de  la  respectiva  entidad o  de la  entidad
fiscalizadora según corresponda, que se pronuncia sobre la materia que se
demanda.

Cuando se demanden períodos de cotizaciones de
seguridad social  impagas, el  juez de la causa al conferir  el traslado de la
demanda, deberá ordenar la notificación de ella a la o las instituciones de
seguridad  social  a  las  que  corresponda  percibir  la  respectiva  cotización.
Dicha notificación se efectuará a través de carta certificada, la que contendrá
copia íntegra de la demanda y de la resolución recaída en ella o un extracto
si fueren muy extensas.”.

En lo referente a las normas a que se somete la
audiencia de juicio, el artículo 454 prescribe:

“Artículo  454.  En  la  audiencia  de  juicio  se
aplicarán las siguientes reglas:

1)  La  audiencia  de  juicio  se  iniciará  con  la
rendición  de  las  pruebas  decretadas  por  el  tribunal,  comenzando  con  la
ofrecida por el demandante y luego con la del demandado.

No  obstante  lo  anterior,  en  los  juicios  sobre
despido  corresponderá  en  primer  lugar  al  demandado  la  rendición  de  la
prueba,  debiendo  acreditar  la  veracidad  de  los  hechos  imputados  en  las
comunicaciones a que se refieren los incisos primero y cuarto del artículo
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162, sin que pueda alegar en el juicio hechos distintos como justificativos del
despido.

El  orden  de  recepción  de  las  pruebas  será  el
siguiente: documental, confesional, testimonial y los otros medios ofrecidos,
sin perjuicio de que el tribunal pueda modificarlo por causa justificada.

2)  La  impugnación  de  la  prueba  instrumental
acompañada deberá formularse en forma oral en la audiencia preparatoria o
en la de juicio.

3) Si el llamado a confesar no compareciese a la
audiencia  sin  causa justificada,  o  compareciendo se negase a  declarar  o
diere respuestas evasivas,  podrán presumirse efectivas,  en relación a los
hechos  objeto  de  prueba,  las  alegaciones  de  la  parte  contraria  en  la
demanda o contestación, según corresponda.

La  persona  citada  a  absolver  posiciones  estará
obligada a concurrir  personalmente a la  audiencia,  a  menos que designe
especialmente  un  mandatario  para  tal  objeto,  el  que  si  representa  al
empleador,  deberá  tratarse  de  una  de  las  personas  a  que  se  refiere  el
artículo 4° de este Código.  La designación del mandatario deberá constar
por  escrito  y  entregarse  al  inicio  de  la  audiencia,  considerándose  sus
declaraciones para todos los efectos legales como si hubieren sido hechas
personalmente por aquél cuya comparecencia se solicitó.

Si los demandantes fueren varios y se solicitare la
citación a confesar en juicio de muchos o de todos ellos, el juez podrá reducir
el número de quienes habrán de comparecer, en especial cuando estime que
sus declaraciones puedan resultar una reiteración inútil  sobre los mismos
hechos.

4) Las posiciones para la  prueba confesional  se
formularán verbalmente, sin admisión de pliegos, y deberán ser pertinentes a
los hechos sobre los cuales debe versar la prueba y expresarse en términos
claros y precisos, de manera que puedan ser entendidas sin dificultad.  El
tribunal, de oficio o a petición de parte, podrá rechazar las preguntas que no
cumplan con dichas exigencias.

El  juez  podrá  formular  a  los  absolventes  las
preguntas que estime pertinente, así como ordenarles que precisen o aclaren
sus respuestas.

5) Los testigos podrán declarar únicamente ante el
tribunal que conozca  de la causa.  Serán admitidos a declarar sólo hasta
cuatro  testigos  por  cada  parte.   En  caso  de  que  se  haya  ordenado  la
acumulación  de  autos,  el  número  de  testigos  admitidos  a  declarar  será
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determinado  por  el  tribunal,  no  pudiendo  en  ningún  caso  ser  superior  a
cuatro por cada causa acumulada.

Excepcionalmente,  y  por  resolución  fundada,  el
tribunal  podrá  ampliar  el  número  de  testigos  cuando,  de  acuerdo  a  la
naturaleza de los hechos a ser probados, ello se considere indispensable
para una adecuada resolución del juicio.

El  juez  podrá  reducir  el  número  de  testigos  de
cada  parte,  e  incluso  prescindir  de  la  prueba  testimonial  cuando  sus
manifestaciones  pudieren  constituir  inútil  reiteración  sobre  hechos
suficientemente esclarecidos.

Los testigos declararán bajo juramento o promesa
de  decir  verdad  en  juicio.   El  juez,  en  forma  expresa  y  previa  a  su
declaración,  deberá  poner  en  conocimiento  del  testigo  las  sanciones
contempladas  en  el  artículo  209  del  Código  Penal,  por  incurrir  en  falso
testimonio.

No  se  podrá  formular  tachas  a  los  testigos.
Únicamente en la oportunidad a que se refiere el número 7 de este artículo,
las partes podrán hacer las observaciones que estimen oportunas respecto
de sus circunstancias personales y de la veracidad de sus manifestaciones.

La  comparecencia  del  testigo  a  la  audiencia  de
juicio, constituirá siempre suficiente justificación cuando su presencia fuere
requerida simultáneamente para dar cumplimiento a obligaciones laborales,
educativas o de otra naturaleza, y no le ocasionará consecuencias jurídicas
adversas bajo circunstancia alguna.

6) El  tribunal  y  las partes podrán formular a los
testigos las preguntas que estimen necesarias para el esclarecimiento de los
hechos  sobre  los  que  versa  el  juicio.   Podrán,  asimismo,  exigir  que  los
testigos aclaren o precisen sus dichos.

Estas  preguntas  no podrán formularse  en forma
asertiva,  ni  contener  elementos  de juicio  que determinen la  respuesta,  ni
referirse a hechos o circunstancias ajenas al  objeto de la prueba,  lo  que
calificará el tribunal sin más trámite.

7)  Si  el  oficio  o  informe  del  perito  no  fuere
evacuado  antes  de  la  audiencia  y  su  contenido  fuere  relevante  para  la
resolución del asunto, el juez deberá, dentro  de la misma audiencia, tomar
las medidas inmediatas que fueren necesarias para su aportación en ella.  Si
al término de esta audiencia dichas diligencias no se hubieren cumplido, el
Tribunal fijará para ese solo efecto una nueva audiencia que deberá llevarse
a cabo dentro del más breve plazo.
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8)  Cuando  se  rinda  prueba  que  no  se  esté
expresamente  regulada  en  la  ley,  el  tribunal  determinará  la  forma de  su
incorporación al juicio, adecuándola, en lo posible, al medio de prueba más
análogo.

9)  Practicada  la  prueba,  las  partes  formularán,
oralmente, en forma breve y precisa, las observaciones que les merezcan las
pruebas rendidas y sus conclusiones.

Con todo,  si  a juicio  del  juez hubiere puntos no
suficientemente esclarecidos, podrá ordenar a las partes que los aclaren.

10) Si una de las partes alegare entorpecimiento
en el caso de la imposibilidad de comparecencia de quien fuere citado a la
diligencia de confesión, deberá acreditarlo al invocarla, debiendo resolverse
el  incidente  en  la  misma  audiencia.   Sólo  podrá  aceptarse  cuando  se
invocaren hechos sobrevinientes y de carácter grave, en cuyo caso, deberá
el  juez  adoptar  las  medidas  inmediatas  que  fueren  necesarias  para  su
realización a la mayor brevedad, notificándose a las partes en el acto.”.

El artículo 489 se refiere a la legitimación activa en
la tutela de los derechos fundamentales, estableciendo lo que sigue:

“Artículo  489.  Si  la  vulneración  de  derechos
fundamentales a que se refieren los incisos primero y segundo del artículo
485, se hubiere producido con ocasión del  despido,  la  legitimación activa
para recabar su tutela, por la vía del procedimiento regulado en este Párrafo,
corresponderá exclusivamente al trabajador afectado.

La denuncia deberá interponerse dentro del plazo
de sesenta días contado desde la separación, el que se suspenderá en la
forma a que se refiere el inciso final del artículo 168.

En caso de acogerse la denuncia el juez ordenará
el pago de la indemnización a que se refiere el inciso cuarto del artículo 162
y  la  establecida  en  el  artículo  163,  con  el  correspondiente  recargo  de
conformidad  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  168  y,  adicionalmente,  a  una
indemnización que fijará el juez de la causa, la que no podrá ser inferior a
seis meses ni superior a once meses de la última remuneración mensual.

Con todo, cuando el juez declare que el despido
es discriminatorio por haber infringido lo dispuesto en el  inciso cuarto del
artículo  2°  de  este  Código,  y  además  ello  sea  calificado  como  grave,
mediante  resolución  fundada,  el  trabajador  podrá  optar  entre  la
reincorporación o las indemnizaciones a que se refiere el inciso anterior.
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En caso de optar por la indemnización a que se
refiere el inciso anterior, ésta será fijada incidentalmente por el tribunal que
conozca de la causa.

El  juez  de  la  causa,  en  estos  procesos,  podrá
requerir  el  informe  de  fiscalización  a  que  se  refiere  el  inciso  cuarto  del
artículo 486.

Si de los mismos hechos emanaren  dos o más
acciones de naturaleza laboral, y una de ellas fuese la de tutela laboral de
que trata este Párrafo, dichas acciones deberán ser ejercidas conjuntamente
en un mismo juicio, salvo si se tratare de la acción por despido injustificado,
indebido o improcedente, la que deberá interponerse subsidiariamente.  El no
ejercicio  de alguna de estas acciones en la  forma señalada importará su
renuncia.”.

Respecto  al  procedimiento  monitorio,  el  artículo
497 señala:

“Artículo 497. En caso de que el trabajador opte
por  el  procedimiento  monitorio,  será  necesario  que  previo  al  inicio  de  la
acción judicial se haya deducido reclamo ante la Inspección del Trabajo que
corresponda,  la  que  deberá  fijar  día  y  hora  para  la  realización  del
comparendo respectivo, al momento de ingresarse dicha reclamación.

Se  exceptúan  de  esta  exigencia  las  acciones
referentes a las materias reguladas por el artículo 201 de este Código.

La citación al comparendo de conciliación ante la
Inspección del Trabajo se hará mediante carta certificada, en los términos del
artículo 508, o por funcionario de dicho organismo, quien actuará en calidad
de ministro  de  fe,  para  todos los  efectos legales.   En este  caso,  deberá
entregarse personalmente dicha citación al empleador o, en caso de no ser
posible, a persona adulta que se encuentre en el domicilio del reclamado.

Las  partes  deberán  concurrir  al  comparendo  de
conciliación con los instrumentos probatorios de que dispongan, tales como
contrato de trabajo, balances, comprobantes de remuneraciones, registros de
asistencia y cualesquier otros que estimen pertinentes.

Se  levantará  acta  de  todo  lo  obrado  en  el
comparendo, entregándose copia autorizada a las partes que asistan.”.

Finalmente,  el  artículo  500  se  refiere  a  la
resolución del asunto en el procedimiento monitorio. Al efecto, dispone:
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“Artículo 500. En caso que el juez estime fundadas
las  pretensiones  del  demandante,  las  acogerá  inmediatamente;  en  caso
contrario  las  rechazará  de  plano.   Para  pronunciarse,  deberá  considerar,
entre otros antecedentes,  la  complejidad del  asunto  que se somete  a su
decisión,  la  comparecencia  de  las  partes  en  la  etapa  administrativa  y  la
existencia de pagos efectuados por el demandado.  En caso de no existir
antecedentes suficientes para este pronunciamiento, el tribunal deberá citar a
la audiencia establecida en el inciso quinto del presente artículo.

Las  partes  sólo  podrán  reclamar  de  esta
resolución  dentro  del  plazo  de  diez  días  hábiles  contado  desde  su
notificación, sin que proceda en contra de ella ningún otro recurso.

La  notificación  al  demandado  se  practicará
conforme a las reglas generales.

En todo caso, en la notificación se hará constar los
efectos que producirá la falta de reclamo o su presentación extemporánea.

Presentada la reclamación dentro de plazo, el juez
citará a las partes a una audiencia única de conciliación y prueba, la que
deberá celebrarse dentro de los quince días siguientes a su presentación.

Si  el  empleador  reclama  parcialmente  de  la
resolución  que  acoge  las  pretensiones  del  trabajador,  se  aplicará  lo
establecido en el artículo 462.”.

Al  iniciarse el  estudio de esta iniciativa legal,  el
señor  Ministro  del  Trabajo  y  Previsión  Social  se  refirió  a  los  principales
aspectos de la misma.

En primer  lugar,  recordó que en marzo de este
año  se  publicó  la  ley  Nº  20.260,  la  cual  introdujo  un  conjunto  de
modificaciones  de  carácter  sustantivo  al  nuevo  procedimiento  laboral,  en
aras de su perfeccionamiento y atendida la proximidad de la implementación
de la nueva judicatura laboral. 

Sin  embargo,  añadió,  durante  el  tercer  trámite
constitucional de la iniciativa que dio origen a la referida ley, se advirtió la
necesidad de efectuar  algunos ajustes, principalmente de carácter  formal.
Tras ello, agregó, y con el fin de no postergar el curso de dicho proyecto, se
optó  por  aprobar  la  iniciativa  en  los  términos  propuestos  por  la  Cámara
Revisora,  con  el  compromiso  de  introducir  las  enmiendas  pertinentes
mediante un nuevo proyecto de ley, el cual se materializó en una Moción
parlamentaria  que,  tras  su  aprobación  en  la  Cámara  de  Diputados,  es
materia del actual debate.
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Destacó  que,  tal  como en  el  caso  de  la  ley  Nº
20.260, es de gran importancia la celeridad en la tramitación de la iniciativa
legal en informe, toda vez que la nueva judicatura laboral se encuentra en
plena fase de implementación, cumpliendo los procesos de instalación de
tribunales y de puesta en marcha. Acotó que la próxima etapa contemplada
para tales efectos,  programada a partir  del  mes de octubre de este año,
comprende importantes regiones,  como son la  I,  IV,  V y XIV.  Lo anterior
revela,  concluyó,  la  necesidad  de  contar  con  normas  de  procedimiento
perfeccionadas a la brevedad posible.

A  continuación,  el  asesor  jurídico  del  señor
Ministro del Trabajo y Previsión Social reseñó las modificaciones propuestas
por el proyecto de ley en informe, y explicó los fundamentos en que éstas se
sustentan.

Indicó que el artículo único del proyecto, mediante
seis literales, introduce diversas modificaciones a algunas disposiciones del
Código del Trabajo relativas al nuevo procedimiento laboral. 

En relación a la enmienda contemplada en la letra
A) del artículo único, que agrega un inciso final al artículo 439 bis -el cual que
exime  del  trámite  del  exhorto  a  las  diligencias  efectuadas  entre  ciertas
localidades que al efecto menciona-, explicó que, durante la tramitación de la
ley Nº 20.260 en la Cámara de Diputados, se analizó cuál sería la mejor
fórmula para facilitar la realización de actuaciones judiciales en un territorio
jurisdiccional  distinto  al  del  tribunal  que  está  conociendo  de  la  causa.
Recalcó que, tras revisar diferentes alternativas a este respecto, la ley se
aprobó  reproduciendo  la  norma  que  ha  estado  vigente  en  el  Código  del
Trabajo desde hace mucho tiempo, señalando específicamente los lugares
entre los cuales las diligencias podrán realizarse sin necesidad de exhortar.

Sin  embargo,  añadió,  posteriormente  se  estimó
pertinente evaluar la posibilidad de ampliar esta facultad, permitiendo que se
decreten  diligencias  cuyo  cumplimiento  se  verifique,  sin  necesidad  de
exhorto, en un territorio jurisdiccional distinto, aun cuando no se trate de los
lugares mencionados expresamente en la ley. Esta alternativa, acotó, es la
que se propone en el literal A) en comento. Recordó que, durante el debate
parlamentario, se estudió la posibilidad de aplicar para tales efectos algún
factor objetivo que determinara la pertinencia del trámite del exhorto, como
por  ejemplo,  la  distancia  entre  las  localidades.  No  obstante,  agregó,  se
advirtió que las realidades regionales son muy distintas unas de otras y que,
por tanto, sería muy complejo aplicar una regla única, general y abstracta,
para estos efectos. En razón de ello, se optó por la fórmula propuesta por la
letra  A),  que  combina  dos  elementos,  esto  es,  la  distancia  y  el  nivel  de
comunicación existente entre los lugares. En consecuencia, al  tenor de la
norma  que  se  propone,  si  en  cualquier  región  del  país  la  cercanía  y

11



conectividad  de  las  comunas  lo  hace  aconsejable,  se  podrán  decretar
diligencias para ser realizadas sin necesidad de exhorto.

La  segunda  modificación,  continuó,  es  la
consignada en la letra B) del artículo único, la cual propone suprimir el inciso
tercero del artículo 446 del Código del Trabajo. Dicho precepto dispone que,
conjuntamente  con  la  demanda,  se  podrán  acompañar  instrumentos  y
solicitar las diligencias de prueba que se estimen necesarias. La supresión
que se sugiere responde a la necesidad de dar coherencia a las normas de
procedimiento, toda vez que, con la dictación de la ley Nº 20.260, quedaron
consagradas  legalmente  dos  oportunidades  procesales  distintas  para  la
aportación  de  la  prueba  documental,  esto  es,  en  forma  conjunta  a  la
presentación de la demanda y durante la audiencia de juicio. Ahora bien, con
la  modificación  que  se  introduce,  se  elimina  la  primera  opción  y  queda
claramente establecido que el momento procesal para que dicha prueba sea
rendida, es la audiencia de juicio.

En  tercer  término,  se  refirió  a  la  modificación
contemplada en la letra C) del artículo único, la cual hace un ajuste a la
referencia numérica que aparece en el numeral 5) del artículo 454. Explicó
que, como en el nuevo procedimiento laboral no se podrán formular tachas a
los  testigos,  se  establece  que  las  partes  podrán  hacer  valer  sus
consideraciones respecto de las circunstancias personales y la veracidad de
los testigos, sólo en la etapa de observaciones a la prueba, la cual se verifica
al final de la audiencia, una vez rendida ésta. Esa fase de observaciones,
añadió, estaba consignada en el numeral 7) del artículo 454 -conforme a su
texto original, contemplado en la ley Nº 20.087-, pero, tras la dictación de la
ley Nº 20.260 -que modificó a aquélla-, dicho número 7) pasó a ser 9) y, por
tanto, a este último debería remitirse la norma enmendada.

Ahora  bien,  advirtió,  la  letra  C)  en  estudio  -que
pretende  corregir  dicho  equívoco-,  adolece,  a  su  vez,  de  otro  error  de
referencia, pues cambia el guarismo “7” por “8”, en lugar de enmendarlo por
“9”, al tenor de lo explicado más arriba.

En consecuencia, acotó, la norma propuesta por el
literal  C) tendría que ser aprobada con una modificación, para cambiar el
guarismo “8” por “9”, y así, en definitiva, la actual referencia legal al número
7)  del  artículo  454, efectivamente será rectificada,  sustituyéndola por otra
que haga mención al número 9) del mismo precepto.

Enseguida,  respecto  de  la  letra  D)  del  artículo
único, indicó que, a propósito de las modificaciones introducidas por la ley Nº
20.260,  se  analizó  la  oportunidad  para  incoar  las  acciones  procesales
pertinentes, cuando, con ocasión del despido de un trabajador, se hubiere
producido una vulneración de sus derechos fundamentales. Al respecto se
estableció que, en tal caso, las dos acciones deberían interponerse en un
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mismo juicio, formulando la acción ordinaria de reclamación por el despido
injustificado, indebido o improcedente, en subsidio de la acción de tutela de
derechos fundamentales. 

Sin embargo,  advirtió,  existe  la  preocupación de
no generar un incentivo perverso que induzca a interponer siempre ambas
acciones, con el propósito de acceder por esta vía, a un procedimiento de
más rápida tramitación, dada la preferencia de que gozan estas causas para
su conocimiento. Es por ello que ahora, puntualizó, se propone incorporar
una  norma  que  disponga  que,  en  el  caso  descrito,  no  será  aplicable  lo
dispuesto en el artículo 488, inciso primero, el cual otorga a estas causas la
referida  preferencia.  De tal  manera,  eliminada la  preferencia  en  cuestión,
estos procesos deberían substanciarse conforme a la agenda ordinaria del
tribunal.

En cuanto a la propuesta de la letra E) del artículo
único, expresó que ésta obedece a la necesidad de hacer un ajuste de texto,
para hacerlo concordante con una de las modificaciones introducidas por la
ley Nº 20.260. En efecto, detalló, antes de esa ley, el procedimiento monitorio
estaba  concebido  con  carácter  facultativo  para  el  trabajador  quien,
tratándose de controversias inferiores a cierta cuantía,  podía optar por su
aplicación  en lugar  de  someterse  al  procedimiento  de aplicación  general.
Tras la modificación de marzo de este año, en cambio, dicho procedimiento
pasó a ser obligatorio al tenor de la norma que dispone que en el caso de
contiendas  cuya  cuantía  sea  igual  o  inferior  a  diez  ingresos  mínimos
mensuales,  se  aplicará  el  procedimiento  monitorio,  el  cual,  subrayó,  se
caracteriza  por  tener  dos  fases,  una  etapa  previa  administrativa  y  otra
posterior en sede judicial.

No  existiendo  entonces  la  opción  antes
contemplada, es necesario eliminar del texto legal la frase “En caso de que el
trabajador opte por el procedimiento monitorio”, por ser innecesaria y en aras
de la debida coherencia de las normas.

Finalmente,  en relación a la  letra  F)  del  artículo
único,  señaló  que  también  contempla  un  ajuste  de  texto  referido  a  las
modificaciones introducidas al procedimiento monitorio.

Explicó  que,  conforme  a  las  actuales  normas
relativas a este procedimiento,  cuando el  tribunal  recibe los antecedentes
desde  la  sede  administrativa,  tiene  la  posibilidad  de  pronunciarse
inmediatamente sobre las pretensiones del demandante, acogiéndolas, si es
que las estima fundadas. Sin embargo, agregó, si en opinión del tribunal, no
existen  antecedentes  suficientes  para  emitir  dicho  pronunciamiento,  éste
deberá citar a una audiencia única de conciliación, contestación y prueba.
Ahora bien, dado que el texto legal no consigna expresamente la palabra
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“contestación”, mediante esta enmienda se incorpora dicho vocablo a fin de
explicitar los tres objetivos de la audiencia en referencia.

Enseguida,  los  miembros  de  la  Comisión
manifestaron  sus  observaciones  y  consultas,  según  se  consigna  a
continuación. 

El  Honorable  Senador  señor  Letelier  valoró  la
posibilidad  de  desarrollar  estos  procesos  de  adecuación,  en  pro  de  una
nueva justicia laboral más eficiente. En ese sentido, subrayó, la oportunidad
de introducir estos ajustes la ofrece precisamente la implementación gradual
de la nueva justicia del trabajo, gracias a la cual han podido ser detectados
algunos aspectos que requieren ser enmendados para su recta aplicación. 

Recordó  que  lo  mismo  ocurrió  con  la  reforma
procesal penal, la cual también tuvo una aplicación progresiva, permitiendo
hacer sucesivas adecuaciones en la medida que era necesario para el pleno
éxito de la nueva judicatura penal.

Consecuencialmente,  añadió,  es  dable  esperar
que, mientras este proceso de implementación continúe en desarrollo, sea
necesario efectuar nuevos ajustes al tenor de las observaciones que surjan
de lo cotidiano y práctico. En ese sentido, destacó, podría ser relevante la
opinión que puedan manifestar, conforme a su experiencia, los actores que
están participando en dicho proceso. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Muñoz
Aburto consultó cuál es el alcance de los factores de cercanía y conectividad
a los que se hace referencia en el proyecto, para hacer uso de la facultad de
practicar diligencias en un territorio jurisdiccional distinto, sin mediar exhorto.
Señaló  que  en  nuestro  país  existen  ciudades  o  localidades  que  están
bastante aisladas, tanto desde el punto de vista geográfico como en cuanto a
su conexión comunicacional.

El asesor jurídico del señor Ministro del Trabajo y
Previsión  Social  reiteró  que,  cuando  se  analizó  este  tema  en  el  debate
parlamentario,  se  revisaron  básicamente  dos  criterios,  uno  referido  a  la
distancia  y  otro  que  consideraba  a  la  región  propiamente  tal.  Es  decir,
precisó, se estudió la posibilidad de eximir del trámite del exhorto respecto de
las diligencias que se decretaran para ser cumplidas, por ejemplo, a menos
de 200 kilómetros de distancia o en localidades distintas al interior de una
misma región. Sin embargo, añadió, justamente por la razón expresada por
Su  Señoría,  no  pareció  posible  aplicar  individualmente  criterios  objetivos
como éstos, porque las realidades son muy distintas de una región a otra,
tanto  en  distancia  como  en  conectividad.  Así,  por  ejemplo,  puede  haber
localidades  que  tengan  cierta  cercanía  geográfica,  pero  que  estén
comunicacionalmente aisladas y, por tanto, sea muy difícil acceder a ellas, lo
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cual podría ocurrir con mayor frecuencia en las zonas extremas del país. Con
motivo de lo anterior, acotó, se concluyó que el factor distancia o el criterio
regional,  por  sí  solos,  no  daban  cuenta  de  esa  diversidad  que  registra
nuestro país, con lo cual se consagró que, en definitiva, ambos elementos -
cercanía y conectividad-  deberían ser considerados para hacer uso de la
facultad  de  tramitar  diligencias,  fuera  del  territorio  jurisdiccional,  sin
necesidad de exhorto.

El  Honorable  Senador  señor  Allamand  subrayó
que la modificación está flexibilizando la norma, toda vez que permite a los
tribunales que no están expresamente enunciados en el texto legal, hacer
uso  de  una  facultad  en  virtud  de  la  concurrencia  de  ciertas  condiciones
especiales que así lo ameritan.

El  Honorable  Senador  señor  Letelier  consultó  si
dicha facultad está concebida para ser ejercida sólo al interior de la región
correspondiente al lugar de funcionamiento del tribunal, o si, por el contrario,
puede aplicarse también en el caso de diligencias que deban practicarse en
otras regiones del país. Enfatizó la importancia de dejar consignado en la
historia de la ley el alcance que en este sentido tiene el inciso final que se
agrega a la norma, cuyo texto -que habla de “cercanía y conectividad”, es
decir,  factores  copulativos  y  no  disyuntivos-  podría  dar  lugar  a  una
interpretación  extensiva  que  haga  aplicable  la  facultad  entre  las  diversas
regiones del país.

El Honorable Senador señor Allamand señaló que,
al tenor de la norma en comento, se trata de una facultad que sólo podría
hacerse efectiva en el caso de diligencias que deban cumplirse en la misma
región en la que está asentado el tribunal. En efecto, añadió, el texto señala
“Con todo, si en cualquier región del país la cercanía y conectividad de las
comunas  lo  hace  aconsejable”,  es  decir,  enfatizó,  la  norma  se  refiere
expresamente a lugares que están al interior de una región determinada, y
no  en  regiones  diversas.  Lo  anterior,  acotó,  queda  de  manifiesto  con  el
vocablo “en” que emplea el precepto. Por consiguiente, acotó, no se trata de
tramitar  diligencias  sin  exhorto  entre  localidades  ubicadas  en  regiones
diferentes,  sino que sólo de  hacerlo  entre  aquéllas que,  situadas en una
misma región, su cercanía y conectividad justifican prescindir del exhorto.

El asesor jurídico del señor Ministro del Trabajo y
Previsión  Social  explicó  que,  efectivamente,  la  recta  interpretación  de  la
norma indica que la facultad para practicar diligencias sin  mediar  exhorto
sólo puede ejercerse tratándose de comunas localizadas al interior de una
misma región, la que, además, es aquélla donde funciona el tribunal. Agregó
que esa interpretación, por lo demás, resulta pertinente si se considera que
el tribunal, cuando decide tramitar una diligencia sin exhorto, está asumiendo
la total ejecución de dicha gestión, la que deberá atender según sus propias
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capacidades y,  por  tanto,  no  está  delegando actividad jurisdiccional,  sino
que, muy por el contrario, se está imponiendo una mayor carga de trabajo.

En ese sentido, acotó, resulta muy difícil que haya
un ejercicio desmedido de esta facultad, toda vez que, de no ser factible su
ejecución eficiente -por  ejemplo,  porque el  tribunal  no puede desplazarse
fácilmente de un lugar a otro-, sin duda se aplicará, en definitiva, la institución
del exhorto.

Por  otra  parte,  concluyó,  al  realizar  actuaciones
judiciales en regiones distintas -salvo casos de excepción-, el tribunal estaría
ejerciendo sus facultades jurisdiccionales en el territorio correspondiente a
una  Corte  de  Apelaciones  también  diferente,  es  decir,  con  un  superior
jerárquico diverso al que le corresponde según la ley. 

Finalmente,  los  miembros  de  la  Comisión
coincidieron  en  la  necesidad  e  importancia  de  incorporar  las  enmiendas
propuestas por la iniciativa legal al nuevo procedimiento contemplado para la
solución  de  las  contiendas  del  trabajo,  a  fin  de  perfeccionarlo  y  de
resguardar,  consecuencialmente,  la  eficiencia  y  el  éxito  de  la  naciente
reforma a la justicia laboral.

- Puesto en votación en general el proyecto, fue
aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión,
Honorables  Senadores  señores  Allamand,  Letelier,  Muñoz  Aburto  y
Pizarro.

- Con la misma votación anterior, se aprobó en
particular,  con  una  enmienda  a  la  letra  C)  del  artículo  único,  para
cambiar el guarismo “8” por “9)”,  y otras de carácter formal a dicha
letra.

-  Finalmente,  con  igual  unanimidad,  la
Comisión acordó dejar constancia de que el alcance del inciso final que
se agrega al artículo 439 bis, mediante la letra A) del artículo único, es el
consignado precedentemente durante el debate del mismo.

- - -

MODIFICACIONES

En  conformidad  con  los  acuerdos  adoptados,
vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social  tiene a honra proponeros
aprobar  el  proyecto  de  ley  despachado  por  la  Honorable  Cámara  de
Diputados, con las siguientes modificaciones:
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Artículo único

Letra C)

Reemplazarla por la que sigue:

“C) Sustitúyese, en el número 5) del artículo 454,
el número “7” por el número “9)”.”.

(Unanimidad, 4x0)

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En  virtud  de  las  modificaciones  anteriores,  el
proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Modifícanse las siguientes normas
del Código del Trabajo:

A)  Agrégase  en el  artículo  439  bis,  el  siguiente
inciso final:

"Con  todo,  si  en  cualquier  región  del  país  la
cercanía  y  conectividad  de  las  comunas  lo  hace  aconsejable,  se  podrán
decretar diligencias para ser realizadas sin necesidad de exhorto.".

B) Suprímese el inciso tercero del artículo 446.

C)  Sustitúyese,  en  el  número  5)  del  artículo
454, el número “7” por el número “9)”.

D) Intercálese, en el inciso final del artículo 489, a
continuación de su punto seguido (.), la siguiente oración:

“En este caso no será aplicable lo dispuesto en el
inciso primero del artículo 488.".

E) Elimínase en el inciso primero del artículo 497,
la frase “En caso de que el trabajador opte por el procedimiento monitorio,”,
iniciando con mayúscula la voz “será” que sigue a continuación.
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F) Intercálase, en el inciso quinto del artículo 500,
la palabra “contestación”, precedida de una coma, entre la voz “conciliación”
y la disyunción “y”.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 6 de agosto
de  2008,  con  asistencia  de  los  Honorables  Senadores  señores  Andrés
Allamand  Zavala  (Presidente),  Juan  Pablo  Letelier  Morel,  Pedro  Muñoz
Aburto y Jorge Pizarro Soto.

Sala de la Comisión, a 11 de agosto de 2008.

                   MARIO LABBÉ ARANEDA
                    Secretario de la Comisión
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RESUMEN EJECUTIVO
_____________________________________________________________

PRIMER INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN
SOCIAL, ACERCA DEL PROYECTO DE LEY QUE ADECUA NORMAS

SOBRE PROCEDIMIENTO LABORAL, CONTENIDAS EN EL LIBRO V DEL
CÓDIGO DEL TRABAJO, MODIFICADO POR LA LEY Nº 20.087.

(Boletín Nº 5.764-13).

I. PRINCIPALES  OBJETIVOS  DEL  PROYECTO  PROPUESTO  POR
LA COMISIÓN: incorporar diversas adecuaciones a las normas sobre
procedimiento laboral contenidas en el Libro V del Código del Trabajo
-modificado  por  la  ley  Nº  20.087-,  a  fin  de  resguardar  un  mejor
desempeño de la nueva justicia laboral.

II. ACUERDOS: aprobado en general y en particular (4x0).

III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN:
consta de un artículo único.

IV. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: no hay.

V. URGENCIA: no tiene.

VI. ORIGEN  INICIATIVA: Cámara  de  Diputados.  Moción  de  los
Honorables  Diputados  señora  Marisol  Turres  Figueroa  y  señores
Jorge Burgos Varela,  Alberto Cardemil  Herrera, Edmundo Eluchans
Urenda,  Pablo  Galilea  Carrillo,  Nicolás  Monckeberg  Díaz,  Cristián
Monckeberg Bruner y Roberto Sepúlveda Hermosilla.

VII. TRÁMITE CONSTITUCIONAL: segundo.

VIII. APROBACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS: unánime (89x0).

IX. INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 17 de junio de 2008.
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X. TRÁMITE  REGLAMENTARIO: primer  informe,  en  general  y  en
particular.

XI. LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA
MATERIA: el Código del Trabajo.

_____________________________________________________________

Valparaíso, 11 de agosto de 2008.

                     MARIO LABBÉ ARANEDA
                      Secretario de la Comisión

- - -
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